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PRÓLOGO
Nicaragua vive una crisis democrática y de derechos humanos que se ha gestado durante 
años y se agudizó a raíz de las protestas y la represión desatadas desde el 18 de abril de 20181.   
Luego de las multitudinarias manifestaciones por reformas a la seguridad social, el Estado de 
Nicaragua reprimió a las manifestantes ocasionando muertos y heridos, así como detenciones 
arbitrarias y la criminalización de los liderazgos de la oposición. Al menos 325 personas han 
muerto violentamente, hay 550 personas privadas arbitrariamente de libertad2 y más de 40 mil 
nicaragüenses han buscado refugio en la vecina Costa Rica.

Aunque la violencia se incrementó a partir del 18 de abril de 2018, desde mucho antes se habían 
implementado diversas reformas normativas e institucionales regresivas. Éstas derivaron en 
la concentración del poder en el Presidente y la Vicepresidenta, a través de la limitación a la 
independencia del Legislativo y el Judicial; la cooptación de instituciones como el Ministerio 
Público; la cancelación arbitraria de partidos políticos; la persecución a la sociedad civil organizada, 
entre otras acciones.
 
Distintos sectores sociales sufrieron la vulneración de sus derechos humanos. Tal es el caso del 
pueblo indígena miskitu, que desde mucho antes de las protestas de 2018 ha sido víctima de 
actos de violencia que nunca fueron investigados o sancionados por el Estado; de la invasión de 
su territorios, del desplazamiento forzado y de una crisis alimentaria que ha puesto en peligro la 
vida de sus integrantes y la supervivencia de algunas de sus comunidades. 

Esta grave situación que vulnera seriamente sus derechos fundamentales se ha mantenido casi 
invisible, lejos de la atención nacional e internacional, a pesar de su gravedad y permanencia en 
el tiempo.

Es por eso que tanto para el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), como para 
el Centro por la Justicia y Derechos Humanos de la Costa Atlántica de Nicaragua (CEJUDHCAN) 
es más que pertinente publicar ahora este informe, no sólo para visibilizar esta grave situación de 
violación a los derechos humanos, sino para que en el momento en que se retomen las reformas 
para que la democracia vuelva a Nicaragua, las legítimas demandas de los pueblos indígenas, en 
particular el pueblo miskitu, sean consideradas e incluidas.
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Los miembros del pueblo indígena miskitu o miskito radican en el territorio conocido como La 
Mosquitia, que se extiende desde el noreste de Honduras, en el departamento de Gracias a Dios, 
hasta el norte de Nicaragua, en la Región Autónoma de la Costa Caribe Norte (RACCN). Los 
bosques selváticos que habitan las comunidades miskitu se caracterizan por su vasta riqueza 
en recursos naturales, entre los que destacan aquellos de carácter forestal, pesquero y minero; 
además de una amplia diversidad de flora y fauna. En estos territorios, las comunidades miskitu 
subsisten gracias a su trabajo en las tierras colectivas, de las cuales dependen para vivir y para 
mantener su cultura e identidad, lo cual ha sido reconocido en la propia legislación nicaragüense5.

A pesar de ello, las autoridades nacionales y regionales de las regiones autónomas de la Costa 
Caribe Atlántica han incumplido su deber de garantizar los derechos de algunas de estas 
comunidades indígenas. En particular, no han tomado medidas para asegurar la protección de 
los territorios colectivos que han sido demarcados y titulados a favor de las comunidades, de 
conformidad con la normativa interna6. 
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En este contexto, el Estado ha sido omiso en la implementación de medidas para evitar conflictos 
en torno al territorio y salvaguardar la vida e integridad de las y los comunitarios. De manera 
específica, la falta de acción estatal para cumplir con la normatividad nacional y realizar el 
“saneamiento” de las tierras tituladas, es decir, asegurar el retiro de las personas o grupos de 
personas no indígenas de las tierras comunales de los miskitu, ha provocado una crisis de amplias 
dimensiones.

A pesar de poseer títulos de propiedad colectiva de sus territorios, numerosas comunidades 
indígenas en la región reciben constantes ataques y amenazas de grupos de colonos, quienes incluso 
les han despojado de sus tierras de forma violenta. Estas personas, también llamadas mestizas o 
colonos, provienen, en gran medida, de la costa pacífica nicaragüense y se han apoderado de las 
tierras para explotarlas a cuenta propia, o motivadas por otros intereses económicos.

La creciente invasión ha afectado sustantivamente la forma de vida de las comunidades miskitu, 
obligando a muchas de éstas a dejar de cultivar sus parcelas o a abandonar definitivamente sus 
territorios ancestrales para buscar refugio en otras comunidades o en zonas urbanas. La violencia 
organizada y deliberada de los colonos contra las comunidades tiene expresiones graves como 
asesinatos, secuestros, violación sexual, agresiones físicas y amenazas de muerte. Frente a esto, 
las autoridades han hecho caso omiso, lo que se traduce en que las personas responsables de 
estas violaciones no han sido llevadas ante la justicia.

El desplazamiento forzado agudiza una situación de discriminación histórica que ya afectaba a las 
comunidades miskitu. Ello no solo aqueja a las personas desplazadas, sino también a las familias 
y comunidades que les dan refugio.

Debido a la ocupación y el asedio por parte de los colonos, aquéllas que no se desplazaron o 
retornaron,  tampoco pueden acceder a gran parte de sus tierras para realizar el cultivo, la caza o 
la pesca y así sostener la vida de sus familias. Esta situación está generando una crisis silenciosa 
en términos de carencia alimentaria, desnutrición, afectación a la salud materna, acceso a la 
educación y falta de medios básicos para sostener una vida digna.

Derivado de estas afectaciones, y ante la falta de respuesta efectiva por parte del Estado, en el 
año 2015 CEJUDHCAN y CEJIL solicitaron medidas de protección ante el Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos (SIDH) en favor de las y los pobladores de 12 comunidades del pueblo 
miskitu, parte de los territorios de Wangki Twi-Tasba Raya, Wangki Li Aubra Tasbaya y Wangki Li 
Lamni Tasbaika Kum, todos ellos de la RACCN de Nicaragua7. En consecuencia, actualmente las 12 
comunidades son beneficiarias de medidas cautelares otorgadas por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH)8 y siete de ellas son beneficiarias de medidas provisionales 
otorgadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH)9.

Además, dado que las personas integrantes de CEJUDHCAN han sido víctimas de numerosos actos 
de persecución, hostigamiento y amenazas de muerte por su labor de defensa y acompañamiento 
de las comunidades, los citados órganos interamericanos ordenaron al Estado nicaragüense 
protegerles10.

La violencia más extrema y notoria por parte de grupos de colonos data de 2015 y 2016, luego de 
lo cual miles de personas se vieron obligadas a desplazarse. En los años siguientes los ataques 
disminuyeron, lo que obedece a la ocupación de los territorios y no al actuar del aparato estatal 
para para cumplir con sus obligaciones de proteger y garantizar los derechos humanos de los y 
las comunitarias. El resultado es evidente: una mayor marginación de estas comunidades y con 
ello, su desprotección.

En suma, la falta de acción gubernamental para prevenir y sancionar los ataques ha creado 
un clima de impunidad que ha propiciado las invasiones de colonos y el desamparo de 
las comunidades indígenas. Aunado a ello, la ausencia de medidas estatales para mitigar los 
impactos del desplazamiento forzado y el limitado acceso a sus tierras, compromete seriamente 
la sobrevivencia de su cultura y su identidad indígena.
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Pese a las medidas de protección emitidas por el SIDH en beneficio de las comunidades y el 
personal de CEJUDHCAN, la falta de acción del Estado ha resultado en reiteradas violaciones a 
sus derechos fundamentales. 

Entre otros, Nicaragua ha vulnerado el derecho a la vida, integridad personal, acceso a la justicia, 
propiedad colectiva de la tierra, acceso a recursos naturales, identidad cultural, salud, educación y 
alimentación adecuada. En adición, se viola el derecho a defender derechos humanos, en particular 
de las personas que han acompañado a las comunidades en la protección de sus territorios, a 
quienes se les ha obstaculizado constantemente en su labor. 

Con base en lo antes escrito, es posible afirmar que, en el mejor de los casos, existe una política 
gubernamental de abandono total a las obligaciones del Estado. 

Esta desprotección y exclusión histórica aumenta en el contexto de crisis que enfrenta actualmente 
Nicaragua. Diversos órganos internacionales han llamado la atención respecto de la falta de 
independencia judicial en este país y la politización de instituciones relevantes para la seguridad 
ciudadana, como la Policía Nacional11. En efecto, estos elementos no sólo comprometen a los 
y las participantes activas de manifestaciones en oposición al gobierno, sino que impactan de 
manera seria y diferenciada a las comunidades indígenas señaladas, que desde hace muchos años 
reclaman justicia, pero cuyas voces no son escuchadas.

En respuesta, el presente informe tiene como principal objetivo dar a conocer esta grave situación 
e instar al Estado de Nicaragua a cumplir con sus obligaciones en materia de derechos humanos 
desde una perspectiva colectiva de los derechos de los pueblos indígenas.

CEJIL lleva más de 28 años representando a víctimas de violaciones de derechos humanos en 
las Américas ante el SIDH. Desde su programa para Centroamérica y México, ha acompañado a 
cientos de personas y colectivos en sus reclamos de verdad, justicia y reparación en Nicaragua 
durante más de dos décadas. Asimismo, ha comprometido su trabajo activamente con numerosas 
organizaciones no gubernamentales para lograr una región más igualitaria, más justa y respetuosa 
de los derechos humanos.

Por su parte, CEJUDHCAN es una organización nicaragüense sin fines de lucro, localizada en 
la RACCN e integrada por profesionales indígenas dedicados a la promoción y defensa de los 
derechos humanos, particularmente los derechos colectivos y territoriales de los pueblos indígenas 
y afrodescendientes, así como sus recursos naturales. CEJUDHCAN acompaña la defensa de 
diversas comunidades miskitu desde 1997. Este documento recoge la numerosa información y 
documentación facilitada por CEJUDHCAN, así como su invaluable apoyo durante las visitas 
realizadas para la elaboración de este reporte.

Este documento se basa en la situación y experiencias de quienes integran las 12 comunidades 
de la RACCN que CEJUDHCAN y CEJIL acompañan ante el SIDH, lo cual no excluye que en otras 
comunidades indígenas de las regiones autónomas también se enfrenten situaciones similares. No 
obstante, estas últimas no serán objeto de estudio.

La metodología incluyó visitas de campo, a diversas comunidades afectadas entre enero y 
mayo de 2018, con el objeto de recoger la voz de las víctimas de la violencia, sus familiares y las 
autoridades tradicionales. Los lugares visitados fueron: Francia Sirpi, Esperanza Río Coco, 

Esperanza Río Wawa, Klisnak, Santa Clara, Santa Fe, San Jerónimo, Wisconsin y Wiwinak. Además, 
se entrevistó a personas de las comunidades de Cocal, Naranjal y Polo Paiwas, que se encontraban 
fuera de estas localidades.

Más de 50 entrevistas semiestructuradas12 fueron llevadas a cabo, tanto en español como en miskitu 
por parte del equipo de CEJIL y CEJUDHCAN. La identidad de quienes prestaron testimonio de 
parte de las comunidades se mantiene bajo reserva, para resguardar su seguridad. Aunado a 
ello, este informe se basa en la data recopilada por CEJUDHCAN durante sus más de 20 años de 
trabajo en la RACCN.

La investigación se apoya también en el examen de fuentes secundarias, como estadísticas y 
materiales oficiales, informes de organizaciones de la sociedad civil y otros elaborados por actores 
de la cooperación internacional. Salvo algunas entrevistas a funcionarios públicos vinculados a 
la prestación de servicios de salud y educación en las comunidades, no fue posible acceder a 
testimonios de otros agentes estatales debido a la situación política del país. Sin embargo, se 
utilizó la información pública aportada por el Estado en el marco del proceso que se sigue ante 
los órganos del SIDH, incluidas las resoluciones de la CIDH y la Corte IDH.
 
El informe está dividido en tres grandes apartados. El primero de ellos pretende establecer el 
contexto general existente en la Costa Caribe nicaragüense antes del estallido de la violencia, 
generado por la presencia de colonos en la zona y la falta de saneamiento de las tierras. El 
segundo se refiere al estallido de crisis al interior de las comunidades, explicando los distintos 
elementos que dan cuenta de una violencia sistemática y generalizada con un fin determinado, y 
las consecuencias que ésta ha generado en sus vidas. El tercer apartado aborda las obligaciones 
del Estado de Nicaragua frente a la situación descrita y el incumplimiento absoluto de éstas.

Finalmente, se incluyen una serie de conclusiones y recomendaciones para hacer frente a la 
problemática, a la luz de los estándares internacionales de derechos humanos.

8
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Las regiones autónomas de la costa caribe norte y sur de Nicaragua representan el 50 por ciento 
de la superficie total del país13. Cuentan con amplios recursos y riquezas naturales: el 95 por ciento 
de las cuencas hídricas nacionales atraviesan la región; dispone del 72 por ciento del área forestal 
del país; concentra el 70 por ciento de la producción pesquera; cuenta con el 23 por ciento del 
área total agrícola y posee el 60 por ciento de los recursos mineros14.

La RACCN, también conocida como Región Autónoma Atlántico Norte (RAAN), representa una 
extensión superior al 20 por ciento del territorio nacional de Nicaragua. Los principales pueblos 
indígenas en la región son el miskitu y el mayagna, registrándose poblaciones menores de otros 
pueblos indígenas y afrodescendientes15. En ella se establece un régimen de autonomía para 
los pueblos indígenas, organizándose en 7 municipios, siendo los más poblados Puerto Cabezas 
(Bilwi) y Waspam. 

La población en la región aumentó de 314 mil habitantes en 200516 a 490 mil habitantes en 201717, 
aumento que se atribuye primordialmente a la migración interna18. Las zonas que han recibido 
mayores poblaciones migrantes de personas mestizas o criollas de diferentes partes del país son 
los municipios de Siuna, Rosita, Bonanza y Mululukú19.

En 2005, el pueblo miskitu representaba el principal grupo étnico de la RACCN20, pero debido a la 
migración interna, hoy se considera que los habitantes mestizos o colonos son la mayoría21, pese 
a la ausencia de un censo reciente. Según cifras de los diagnósticos de los territorios elaborados 
por las autoridades institucionales del estado de Nicaragua, se estima que en las 12 comunidades 
sobre las cuales se presenta este informe habitan alrededor de 7.980 personas.

Históricamente, la región ha sufrido niveles de desarrollo humano más bajos que la media nacional. 
La ausencia de estadísticas actualizadas para evaluar las dimensiones de esta situación en los 
distintos sectores de la población, dificulta un análisis a fondo de la marginación estructural que 
afecta a los pueblos indígenas y afrodescendientes. Sin embargo, la tabla siguiente presenta un 
muestreo de la exclusión social que ya afectaba la región según las estadísticas disponibles más 
recientes22.
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El informe de 2005 del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) calificó el nivel 
de avance en la garantía de los derechos económicos y sociales alcanzado en las comunidades 
indígenas en la región. Se midieron las condiciones de vida en términos de acceso a la educación, 
a los servicios de salud, energía eléctrica y transporte, abastecimiento de agua y comunicación 
básica. Seis de las comunidades contenidas en el presente informe tuvieron la calificación más 
baja con carencias severas, tres con acceso bajo a servicios y dos a nivel medio (sólo se cuentan 
con datos para 10 de las 12 comunidades)28. A nivel departamental, un 60 por ciento de las 
comunidades presentaba un índice de carencias severas29.  

Aunado a ello, durante las visitas realizadas en 2018  por CEJIL y CEJUDHCAN a nueve comunidades 
miskitu se pudo constatar que:

• El acceso desde las principales zonas urbanas de la región (Waspam y Puerto Cabezas) a 
las comunidades es complejo y transita por largos trayectos en caminos de terracería que 
se encuentran en muy malas condiciones y en algunos casos implica el desplazamiento río 
arriba que puede prolongarse hasta por 5 horas;

• Las viviendas no disponen de acceso al agua potable. En todos los casos observados, la 
provisión de agua se realiza a través de pozos y de recolección directa en los ríos;

• Más de la mitad de las viviendas carecen de servicios sanitarios;  

• La gran mayoría de las comunidades no dispone de conexión a la red eléctrica. Aquellas 
que acceden a este servicio público lo hacen de manera irregular, o, en casos particulares, 
disponen de generador eléctrico;

• Las escuelas en algunas de las comunidades se encuentran en muy malas condiciones 
estructurales y no cuentan con mobiliario básico, como sillas para los y las estudiantes;

• Una minoría cuenta con servicios de salud pública. Sin embargo, las condiciones de las 
unidades de salud en las comunidades donde éstas existen son muy precarias. En seis de 
las localidades objeto del presente estudio existen puestos médicos, atendidos por un 
profesional de la enfermería, pero no necesariamente con presencia permanente;

• De acuerdo con un muestreo elaborado por CEJIL y CEJUDHCAN en cuatro de las 
comunidades (Francia Sirpi, Santa Clara, Klisnak y Esperanza Río Wawa), el porcentaje de 
niños y niñas que experimentan desnutrición crónica supera el 30 por ciento, lo que es 
notablemente superior a la media nacional y de la RACCN. En dos de las comunidades, 
Esperanza Río Wawa y Klisnak, se experimentan también cifras de desnutrición aguda que 
duplican la media nacional y de la RACCN.

En su conjunto, estos datos representan un rezago significativo en el goce y ejercicio de los 
derechos de las personas que habitan la región. Sin embargo, no existen datos oficiales detallados 
o actualizados sobre la condición de vida de las comunidades indígenas. Esto da cuenta de la 
falta de acción por parte de las autoridades para recabar y desagregar información que permita 
abordar adecuadamente las problemáticas que enfrenta la región. 
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A pesar de esta brecha social que afecta a muchas comunidades indígenas en la zona, según los 
testimonios de varios de sus habitantes, el pueblo mantenía una vida digna y resguardaban su 
identidad cultural a partir de la relación fundamental con sus tierras ancestrales y sus recursos 
naturales.

La agricultura es la principal actividad del pueblo miskitu30. La propiedad comunal de la tierra 
constituye un elemento definitorio de su cultura31. Así lo confirman las entrevistas con las 
autoridades tradicionales de las comunidades visitadas por CEJIL, quienes señalaron que dentro 
de los territorios comunitarios se establecen zonas para cultivo y cuidado de animales; territorios 
de caza y pesca comunales; tierras para recolección de plantas y corte de madera, zonas de 
uso espiritual, otras de reserva o protección para el desarrollo de la comunidad y de las futuras 
generaciones. 

Al interior de cada una de las comunidades hay un sistema de manejo tradicional de la tierra, 
donde cada familia recibe parcelas para su cultivo y aprovechamiento para su subsistencia. El 
derecho al uso de tales parcelas puede trasladarse y heredarse entre las familias que integran 
la comunidad. En cada una de éstas existe una autoridad tradicional denominada “Síndico” que 
interviene en los conflictos que puedan darse por el manejo de las tierras. 

De hecho, la relación equilibrada con la tierra y los recursos naturales representa un sentido de 
bienestar básico y armonía con el entorno para las y los pobladores miskitu.

B. La relación de los pueblos miskitu con su territorio

16
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En este sistema, la rotación de cultivos y terrenos es clave para mantener la productividad y 
la generación de excedentes, lo que permite a algunas familias su comercialización en zonas 
urbanas, como las cabeceras municipales de Bilwi (también conocido como Puerto Cabezas) y 
Waspam. También les da acceso a bienes y servicios no producidos en la comunidad. Los terrenos 
más cercanos a las comunidades suelen ser menos productivos, por lo que las zonas de siembro, 
cultivo y caza suelen encontrarse alejadas de los asentamientos32.

Esta relación con el territorio trasciende su uso como un mero recurso productivo: representa un 
elemento clave de la relación global entre el individuo y la comunidad y aporta no sólo sustento 
físico sino también emocional, cultural e identitario. En el marco de esta relación, la comunidad 
miskitu se siente comprometida con la preservación del entorno, en la lógica de una transmisión 
intergeneracional de la tierra. Desde la cosmovisión miskitu, es esencial la armonía de los seres 
humanos con la naturaleza: “la tierra debe mantenerse pura, sin contaminación, sin que sea 
destruida”33.
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La Constitución Política de la República de Nicaragua reconoce desde 1987 los pueblos originarios 
y afrodescendientes, estableciendo su derecho “a mantener y desarrollar su identidad y cultura, 
tener sus propias formas de organización social y administrar sus asuntos locales; así como 
mantener las formas comunales de propiedad de sus tierras y el goce, uso y disfrute de las 
mismas”34. El marco constitucional se desarrolla a nivel legislativo, en el caso de la RACCN, por el 
Estatuto de Autonomía de las Regiones de la Costa Atlántica de Nicaragua, aprobado en julio de 
198735. Éste, entre otros, reconoce a las comunidades de la costa atlántica los siguientes derechos:

C. Reconocimiento de la identidad indígena en Nicaragua 
y la propiedad comunal: marco legal y obligaciones del 
Estado

• Preservar y desarrollar sus lenguas, religiones y culturas;

• Usar, gozar y disfrutar de las aguas, bosques y tierras comunales dentro  
  de los planes de desarrollo nacional;

• Desarrollar libremente sus organizaciones sociales y productivas conforme 
   a sus propios valores;

• Definir y decidir su propia identidad étnica36.

En el año 2010, Nicaragua también ratificó el Convenio 169 de Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) sobre pueblos indígenas y tribales37.

No obstante, el marco normativo nicaragüense no estableció los mecanismos para hacer efectivas 
estas garantías, en particular, los derechos territoriales de los pueblos indígenas. A raíz de un 
caso contencioso llevado ante la Corte IDH por la comunidad indígena mayagna de Awas Tingni 
de la costa atlántica nicaragüense, en 2001 el tribunal interamericano emitió sentencia a favor de 
esa comunidad indígena señalando que, si bien el ordenamiento nacional reconocía y protegía 
la propiedad comunal, carecía de herramientas adecuadas para delimitar, demarcar y titular las 
tierras comunales indígenas38.

En consecuencia, ordenó al Estado adoptar las medidas necesarias para crear un mecanismo 
efectivo para estos fines39. En respuesta, en 2003, el Estado promulgó la Ley del Régimen de la 
Propiedad Comunal de los Pueblos Indígenas y Comunidades Étnicas de las Regiones Autónomas 
de la Costa Atlántica de Nicaragua y de los ríos Boca y Coco, Indio y Maíz, mejor conocida como 
Ley 44540.

La norma tiene por objetivo:

“Garantizar a los pueblos indígenas y comunidades étnicas el pleno reconocimiento de los 
derechos de propiedad comunal, uso, administración, manejo de las tierras tradicionales y sus 
recursos naturales, mediante la demarcación y titulación de las mismas”41.

También, define la propiedad colectiva de las comunidades indígenas como “las tierras, agua, 
bosques y otros recursos naturales contenidos en ellas, que han pertenecido tradicionalmente 
a la comunidad, conocimientos tradicionales, propiedad intelectual y cultural, recursos de 
biodiversidad y otros bienes, derechos y acciones que pertenezcan a una o más comunidades 
indígenas o étnicas”42. 

Para realizar el proceso de demarcar y titular las tierras indígenas, la Ley 445 establece las 
autoridades y mecanismos responsables para regir y desarrollar el proceso de legalización de los 
territorios: 

1. La Comisión Nacional de Demarcación y Titulación (CONADETI): a quien les corresponde 
dirigir el proceso de demarcación y resolver sobre las solicitudes de demarcación43.

2. Las Comisiones Intersectoriales de Demarcación y Titulación (CIDT): instancia operativa, en 
la que participan representantes del Estado y de cada una de las etnias, a quien le corresponde 
recibir las solicitudes de titulación y dar curso a las mismas44.

Según la normativa, el proceso demarcación y titulación consta de cinco etapas resumidas en la 
tabla siguiente:
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Tras la aprobación de la ley, se produjo un retraso significativo en el inicio de su aplicación. No 
obstante, en la actualidad se ha completado la titulación de 23 territorios45, beneficiando a 304 
comunidades con 227.185 habitantes46.

Cada uno de estos territorios titulados a nombre de los pueblos indígenas “es el espacio geográfico 
que cubre la totalidad del hábitat de un grupo de comunidades indígenas o étnicas que conforman 
una unidad territorial donde se desarrollan, de acuerdo con sus costumbres y tradiciones”47.

Ahora bien, la quinta y última etapa del proceso de ejecución del título de las tierras colectivas 
es el “saneamiento” que permitiría el ejercicio efectivo de los derechos de las comunidades en 
sus territorios. Ello implica la resolución de todos los posibles conflictos con personas físicas o 
jurídicas, que aleguen derechos sobre estos (terceros). Según la ley, la Oficina de Titulación Rural 
debe brindar “el apoyo técnico y material” al proceso de saneamiento de los territorios titulados 
“en relación con terceros que se encuentren dentro de las mismas”48.

Desde el mes de julio de 2013, CONADETI afirmó que los procesos de titulación concluyeron en 
tres territorios, por lo cual estaban listos “para iniciar con las actividades de saneamiento”49. Sin 
embargo, no ordenó a la Oficina de Titulación Rural o a otras autoridades apoyar a las comunidades 
para hacer efectivos los títulos; en concreto, obligar a retirar de sus tierras a los individuos o 
grupos usurpadores. Esta falta de acción para hacer cumplir la ley ha sido un factor central en la 
crisis actual. De hecho, en la audiencia pública ante la Corte IDH, el gobierno nicaragüense negó 
su responsabilidad en lograr el saneamiento de las tierras tituladas, señalando que era obligación 
de las mismas comunidades indígenas hacerlo por medio de la negociación con los colonos y 
terceros50.
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El fenómeno de las migraciones a las regiones del atlántico norte nicaragüense es complejo, de 
larga data y responde a múltiples factores. Entre otros, ha significado que grupos de migrantes 
mestizos o colonos invadan  las  tierras  indígenas, principalmente  en  los  bosques  latifoliados  
de  las  cuencas  de  los  ríos  Wawa, Kukalaya y Prinzapolka⁵¹. Este fenómeno ha transformado la 
realidad demográfica de la región, convirtiendo a los pueblos indígenas y afrodescendientes en 
una minoría de la población⁵².
 
En su mayoría, los movimientos migratorios están compuestos por poblaciones en pobreza oriundos 
del interior o del Pacífico que han dejado sus tierras en diferentes oleadas. Sus motivaciones son 
diversas, pero entre ellas cuentan la presión por parte de terratenientes para la expansión de 
monocultivos y las temporadas de precios bajos del café⁵³. Como resultado del hostigamiento, 
estos campesinos han buscado la posibilidad de acceder a tierras “nacionales” o más baratas 
para cultivar, pero también para  la actividad ganadera o la explotación minera, frecuentemente 
promovidas por intereses poderosos⁵⁴. De hecho, varios de los testimonios recabados durante 
visitas a las comunidades en 2018, indican que grupos de colonos actúan bajo las órdenes de 
terratenientes que buscan expandir sus intereses ganaderos.

Durante décadas, el Estado también ha promovido el establecimiento de empresas extractivas 
en la zona, a través de la concesión de licencias para la explotación de recursos naturales, 
principalmente madereros, y ha facilitado la expansión de los intereses del sector ganadero⁵⁵. 
Históricamente, las autoridades estatales y la población mestiza han visto en la RACCN una rica 
reserva de recursos naturales apta para ser explotada. Esta visión está ampliamente afianzada 
en las élites⁵⁶. 

En consecuencia, se ha provocado la acelerada ocupación y explotación ilegal de las tierras 
indígenas miskitu por parte de terceros. Esto ha sido facilitado por la existencia de normativas 
ambiguas y prácticas indolentes o abiertamente corruptas para conceder títulos fraudulentos 
sobre territorios indígena, a través de contratos falsos o la inscripción de títulos supletorios⁵⁷.

D. Migración interna a la RACCN

“El Estado, a través de instituciones como el Poder Judicial, las municipalidades o alcaldías y 
algunos notarios públicos, ha impulsado y creado, con la expedición de instrumentos jurídicos 
o administrativos, la apariencia de legalidad y el supuesto derecho que alegan la mayoría de los 
terceros que se encuentran asentados en territorios indígenas y étnicos”⁵⁸.

Así, lejos de resolver el problema estructural y cumplir con la legislación vigente, garantizando los 
derechos de los pueblos indígenas, las autoridades públicas han considerado que lo que existe 
en la zona es un conflicto entre particulares con iguales derechos. Inclusive, han motivado a las 
comunidades indígenas a aceptar en sus tierras a los colonos, permitir la cohabitación y hasta la 
venta de tierras comunitarias a terceros⁵⁹. Así fue reconocido por el propio gobierno nicaragüense 
durante la audiencia celebrada ante la Corte IDH, cuando afirmó que estaba instando a las 
comunidades a negociar con los colonos⁶⁰. 

A pesar de que las tierras colectivas tituladas de las comunidades son inalienables, existen 
diversas prácticas judiciales para que terceros obtengan títulos falsos, ya sea porque se hacen 
contratos de compra o arrendamiento ilegal, o bien se falsifica documentación sobre el uso de 
terrenos con fechas anteriores al proceso de titulación, todo ello con el objetivo de legitimar la 
presencia y los reclamos de los colonos en territorios protegidos. Estas prácticas judiciales, que 
involucran a jueces o notarios en actos de corrupción, han sido denunciadas⁶¹ y son conocidas 
por el Estado de Nicaragua, que las admitió ante el alto tribunal interamericano⁶². No obstante, 
a pesar de que el Estado afirmó haber procesado a los responsables de estas irregularidades en 
la audiencia pública, hasta la fecha no ha aportado información específica para demostrarlo, ni 
tampoco ha tomado medidas estructurales para impedir su repetición. 

La propia CONADETI advirtió en 2013 sobre la necesidad de incrementar significativamente los 
recursos estatales para hacer efectivos los títulos otorgados y enfatizó los riesgos de violencia 
ante la inactividad del Estado.

“Por todos los acontecimientos que surgen en los 21 territorios titulados y los que están en 
proceso de titulación, es urgente iniciar la etapa de SANEAMIENTO priorizando los territorios 
que presentan mayores dificultades. De lo contrario, los niveles de violencia en esos territorios 
será más fuerte”⁶³.

Pese a este aviso oficial, el Estado no tomó ninguna acción efectiva para implementar el 
saneamiento territorial. Al contrario, líderes indígenas han reportado que, a partir del año 2013, se 
dio una ocupación “masiva y agresiva” de territorios titulados por parte de colonos.
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E. Territorios titulados en la RACCN bajo amenaza
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Las comunidades a las que se refiere este informe forman parte de tres territorios indígenas miskitu 
reconocidos por medio del proceso de demarcación y titulación de la Ley 445. Los territorios son 
Wangki Li Aubra Tasbaya, Wangki Twi Tasba Raya y Wangki Li Lamni Tasbaika Kum.

Según datos de los diagnósticos de los territorios elaborado por las autoridades institucionales 
del estado de Nicaragua, estas comunidades representan una población cercana a los ocho mil 
habitantes y se organizan en torno a dos ejes geográficos, que definen además su vínculo con 
el territorio: el río Wawa y el río Coco. Las comunidades en torno al río Wawa tienen acceso por 
carretera y la principal referencia es Francia Sirpi. Las comunidades en torno al río Coco carecen 
de acceso por tierra y dependen de la vía fluvial. Éstas tienen su principal referencia en Esperanza 
Río Coco.

Como se ha dicho, el reconocimiento oficial de sus territorios no ha impedido el progresivo 
asentamiento ilegal de colonos y la explotación de sus recursos naturales. 

En 2018, en la audiencia pública en la Corte IDH, CEJIL y CEJUDHCAN presentaron testimonios 
recogidos en las comunidades afectadas. Estos indican que no sólo han permanecido los colonos 
en sus territorios, sino que se han expandido y, en varios casos, los comunitarios se han visto 
obligados a abandonar sus tierras ante la violencia y constantes amenazas.
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A. Las consecuencias de la invasión de colonos a los 
territorios indígenas

Desde el año 2012, la presencia de los colonos en la región provocó situaciones de violencia. A 
partir de ello, las comunidades y organizaciones sociales –incluida CEJUDHCAN–, comenzaron 
algunos esfuerzos para proteger sus derechos, sus formas de vivir y su identidad cultural. 

Por ejemplo, se elaboró un Manual de Saneamiento Territorial que contemplaba un consenso 
con el Estado para llevar a cabo el proceso. Sin embargo, las autoridades estatales no dieron 
respuesta al planteamiento64. Por su parte, las autoridades tradicionales de algunas comunidades 
entablaron comunicación con los colonos para solicitarles que abandonaran sus territorios. 

Asimismo, se establecieron grupos de “guardabosques” y patrullas de seguridad comunitaria para 
la protección del territorio. A la vez, se solicitó el apoyo de las autoridades estatales para facilitar 
la salida de los invasores. No obstante, no tuvieron una respuesta favorable. 

En 2015, frente a las acciones comunitarias, varios grupos de colonos respondieron con el uso de 
la fuerza para afirmar y extender su presencia en los territorios indígenas. Según declaraciones de 
los miembros de las comunidades y la información recabada para la tramitación de las medidas 
de protección ante el SIDH, estos hechos incluyen, entre otros:
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En resumen, sólo durante la segunda mitad de 2015 se produjeron más de 22 incidentes violentos 
contra las comunidades. El saldo de estos ataques fue de siete comunitarios asesinados, cuatro 
desapariciones y 16 personas heridas, incluyendo niños y adolescentes65. 

Las agresiones incluyeron la destrucción y robo de propiedades de las comunidades indígenas, 
además de amenazas de muerte generalizadas a sus miembros exigiéndoles que dejaran de visitar 
y trabajar sus parcelas, que cedieran sus tierras y, sobre todo, que abandonaran cualquier esfuerzo 
para reivindicar sus derechos.
 
En la zona, algunos servicios médicos locales recibieron a las víctimas agredidas por los colonos. 
Frente a esto, representantes de sus comunidades acudieron ante la Policía Nacional para 
denunciar los hechos. También recurrieron a las autoridades militares que tienen un campamento 
a las orillas del río Coco, solicitando su apoyo ante las agresiones. 

Sin embargo, estas denuncias no resultaron en acciones para protegerles ni para investigar los 
hechos o prevenir futuros ataques.

Adicionalmente, CEJUDHCAN denunció la situación ante la policia nacional, medios de 
comunicación y por las redes sociales para visibilizar la gravedad de la problemática.

Pese a todos los esfuerzos, las autoridades no tomaron ninguna acción para llevar a cabo el 
saneamiento territorial ni para investigar, juzgar y sancionar a los responsables por la violencia en 
contra de los comunitarios. 

Esta falta de respuesta por parte de las autoridades dejó en una situación de desprotección a 
las comunidades. Además, se contribuyó a una creciente desconfianza en la institucionalidad. 

Frente a este panorama, el 3 de octubre de 2015, CEJIL y CEJUDHCAN solicitaron a la CIDH la 
adopción de medidas cautelares a favor de las comunidades de Esperanza Río Wawa, Santa Clara, 
Wisconsin y Francia Sirpi, en el territorio de Wangki Twi-Tasba Raya. Con fecha 14 de octubre de 
2015, la CIDH otorgó dichas medidas66.

Posteriormente, se solicitó a la Comisión la ampliación de las medidas cautelares a favor de las 
demás comunidades a las que se refiere este informe, así como de las personas integrantes de 
CEJUDHCAN, logrando una decisión favorable por parte de dicho órgano interamericano67.
 
Más tarde, el 20 de julio de 2016, frente a la falta de implementación de las medidas especiales de 
protección otorgadas y debido al incremento de la violencia, las organizaciones solicitaron a la CIDH 
que elevara la presión hasta el más alto tribunal de la región. A partir de esto, la Comisión solicitó 
a la Corte IDH la adopción de medidas provisionales a favor de las comunidades beneficiarias y 
de los integrantes de CEJUDHCAN.

En consecuencia, el 1 de septiembre de 2016 la Corte IDH otorgó las medidas a favor de las 
comunidades indígenas Klisnak, Wisconsin, Wiwinak, San Jerónimo y Francia Sirpi68, ampliándose 
esta protección el 23 de noviembre de 2016 a la comunidad Esperanza Río Coco69; el 30 de junio 
de 2017 a favor de la comunidad de Esperanza Río Wawa70 y el 23 de agosto de 2018 a favor de 
dos integrantes de CEJUDHCAN71. 

Pese a lo anterior, el Estado tampoco ha tomado medidas para resolver el origen del riesgo al que 
están sujetas las comunidades beneficiarias, es decir, la falta de saneamiento de los territorios 
indígenas y la presencia de colonos en estos. 
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Ante la falta de acción por parte de las autoridades, la invasión territorial y la amenaza continúan. 
Así, desde el año 2016 hasta el final de 2018 ocurrieron tres asesinatos y más de quince incidentes 
de violencia, incluyendo ataques armados, secuestros y diferentes formas de amenazas contra 
las comunidades, sin que nadie rinda cuentas ante la justicia. La impunidad de que gozan los 
responsables es un factor que propicia el avance de los colonos en los territorios indígenas y la 
continuación de la persecución a las comunidades. A la vez, se refuerza la falta de confianza en 
las instituciones, lo que les inhibe denunciar. 

Algunos de los hechos ocurridos en los últimos años se describen a continuación:

B. Situación actual de violencia 

Adicionalmente, si bien la actual crisis democrática en el país no tiene una relación directa 
con los hechos de violencia descritos, sí genera un impacto diferenciado en las comunidades 
indígenas pues aumenta la desprotección y el abandono que ya de por sí sufren. 

Como se mencionó en la introducción, no existe en Nicaragua una institucionalidad capaz de 
garantizar los derechos humanos. La politización de instituciones como el Ministerio Público o el 
Poder Judicial es evidente y preocupante72. Para las comunidades afectadas, esta institucionalidad 
no existe o ha sido ciega respecto de la violencia que les aqueja.
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C. La violencia organizada y sistemática con un fin 
determinado

La violencia que estalló desde 2015 no es accidental ni aleatoria. Los grupos de colonos la usan 
como una herramienta para asentar su presencia y extender su control sobre el territorio miskitu. 
Existen algunos elementos comunes que dan cuenta de la existencia de una organización para 
delinquir:

a) Preparación, organización, recursos y estructura de grupos de ataque

De acuerdo con los testimonios de víctimas y sobrevivientes, especialmente cuando se han atacado 
los centros de población de las comunidades, se ha observado a grupos de varias decenas de 
hombres que en algunos casos alcanzaron hasta sesenta personas. Estos grupos portaban armas, 
al parecer reservadas al uso militar.

Otro elemento que evidencia la capacidad de organización es la frecuencia y coordinación con 
la que llevaron a cabo los ataques en ciertos lugares. Tal es el caso de las comunidades aledañas 
de Francia Sirpi, Wisconsin y Santa Clara, que durante los meses de junio y julio de 2015 sufrieron 
al menos cuatro ataques, en algunos casos con la participación de hasta 40 personas. Asimismo, 
entre octubre y diciembre de 2015 la comunidad de Polo Paiwas fue atacada dos veces. Testigos 
reportaron la presencia de aproximadamente 50 personas armadas que agredieron y amenazaron 
a sus pobladores incendiando las casas y locales de uso común, como la iglesia, además de matar 
al ganado. 
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En diciembre de 2015, los colonos armados entraron a Esperanza Río Wawa por diferentes zonas, 
pero de manera simultánea. Por otra parte, varios testimonios de comunitarios señalan que, en al 
menos dos ocasiones, un grupo armado de colonos desarrolló ataques sucesivos en un lapso de 
horas contra las comunidades de Santa Clara y Esperanza Río Wawa, en septiembre de ese mismo 
año. 

Adicionalmente, varios de los ataques ocurrieron en momentos de luminosidad natural reducida 
como el alba o la caída de la tarde, cuando el factor sorpresa favorece a los atacantes. Así aconteció 
en los ataques de 2015 en Santa Fe en el mes de agosto, Santa Clara y Polo Paiwas en octubre y 
diciembre, y en Esperanza Río Wawa y Wincosin en diciembre.

Por último, varios testimonios de víctimas y sobrevivientes dan cuenta de la existencia de personas 
encargadas de dirigir los ataques contra los miskitus en 201573.

b) La naturaleza letal de la violencia

Otro componente distintivo de la violencia es su carácter letal, que se hace evidente a partir del 
año 2015, como ilustran los siguientes elementos:

• Ubicación de las lesiones: algunas de las víctimas mortales presentaron numerosas 
heridas de bala, incluso en zonas vitales como la cabeza y el tronco74.

• El ensañamiento: varios de los cuerpos de las víctimas asesinadas fueron objeto de 
ultrajes para enviar un mensaje de terror a las comunidades. Así, un comunitario de 55 años, 
de la comunidad de Esperanza Río Coco, fue asesinado en septiembre de 2015. Según los 
testigos, el cadáver habría aparecido con disparos y signos de que también fue ahorcado. 
Además, cuando lo encontraron, su cuerpo estaba  descuartizado75.

En agosto 2016, dos comunitarios de Esperanza Río Coco fueron secuestrados y sus 
cuerpos encontrados 10 días después, descuartizados y decapitados. Las autoridades del 
destacamento militar en la zona habían rechazado la petición de la comunidad de apoyar 
la búsqueda de las víctimas76.

Al carácter letal de la violencia se suman las graves amenazas que han sido conferidas con el 
objeto de amedrentar a las comunidades.  Así, el 17 de agosto de 2015 un grupo de colonos 
mantuvo secuestrado a un comunitario de Santa Fe, a quien antes de liberar le exigieron que 
dijera a su comunidad que “ellos [los colonos] no jugaban y, que de ser posible asesinarían hasta 
el último miskitu”. En octubre de 2015, la comunidad de Wisconsin recibió una carta en la que se 
les advertía que tendrían una “navidad roja”. Posteriormente, en septiembre de 2017, la misma 
comunidad recibió dos nuevas cartas amenazantes77. 

Estos y otros mensajes similares han servido para imponer el terror dentro de las comunidades 
miskitu y así provocar su desplazamiento, acotar la capacidad de las familias de sostenerse en sus 
territorios y debilitar su resistencia a los grupos invasores.  

En su conjunto, estas prácticas evidencian la naturaleza organizada y sistemática de los grupos 
de colonos y su objetivo de despojar a las comunidades miskitu de sus tierras, además de acabar 
con su cultura y forma de vida. El modus operandi de estos grupos armados hace imposible que 
el Estado de Nicaragua pretenda minimizar la violencia o argumentar que es accidental o aislada. 
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D. Desplazamiento forzado o permanencia acorralada 

Desde 2015, el desplazamiento forzado de miles de habitantes de las comunidades, motivado por 
la violencia provocada por los colonos, ha tenido un impacto dramático para la cultura miskitu y 
para la vida de las comunidades. 

El desplazamiento tuvo dos dinámicas: i) de pobladores entre comunidades o sus territorios 
tradicionales, en busca de refugio inmediato ante ataques y amenazas; y ii) un desplazamiento 
externo, fuera de las zonas de influencia de las comunidades y hacia las zonas urbanas como 
Puerto Cabezas y Waspam, así como hacia el territorio hondureño fronterizo con Nicaragua. 

En un primer momento fueron las mujeres, niñas y niños quienes huyeron de sus hogares para 
sobrevivir a los ataques. Estas personas no tenían un plan: en algunos casos se trasladaron a 
comunidades vecinas; en otros, al no encontrar un destino permanecieron en la montaña 
pernoctando a la intemperie.
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En ese primer momento, algunos hombres de las comunidades se quedaron en ellas para tratar de 
proteger sus bienes. Sin embargo, no siempre fue posible, como ocurrió en el año 2015 cuando los 
ataques causaron la destrucción total de la comunidad de Polo Paiwas, donde residían 14 familias.

De acuerdo con la información acreditada por CEJUDHCAN, debido a la violencia, más de 
tres mil personas se desplazaron a comunidades cercanas, principalmente en Honduras, como 
Suhí, Pranza y Rus Rus; y otras se trasladaron a Puerto Cabezas78. En su conjunto, el número de 
desplazados representaría más de 35 por ciento de la población que integra las 12 comunidades 
objeto de este informe.

Sin embargo, el Estado no adoptó medidas específicas para atender la situación humanitaria 
generada y fueron organizaciones sociales e iglesias las que trataron de dar condiciones de 
acogida temporal a las personas desplazadas en Puerto Cabezas. La precariedad de vida en los 
centros urbanos expuso a los desplazados, en particular a las niñas, niños y adolescentes a graves 
riesgos, principalmente en asuntos de salud.

El desplazamiento también generó afectaciones en el acceso a la educación, pues al menos durante 
el primer año, las niñas y niños no pudieron asistir a la escuela. En algunos casos, se vieron además 
en la necesidad de conseguir ingresos para sostener a sus familias, lo que les obligó a trabajar.

Por ejemplo, según el testimonio de un desplazado en Puerto Cabezas, su hija de 12 años tuvo que 
trabajar como empleada doméstica en una casa particular, lugar donde sufrió un intento de abuso 
sexual por parte de un familiar de los patronos.
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Algunas de las personas que se refugiaron en centros urbanos consiguieron alojamiento con 
familiares o particulares, pero la mayor parte de ellos residió en campamentos provisionales, donde 
recibieron algún tipo de ayuda puntual de la agencia hondureña de contingencia de desastres 
naturales o de algunas agencias de cooperación internacional.
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Aquellas personas que se quedaron en comunidades cercanas a sus tierras contaron inicialmente 
con algún apoyo por parte de los pobladores de los sitios a los que llegaban, pero su integración 
en las comunidades anfitrionas fue complicada pues no disponían de tierra o vivienda, y la 
comunidad no contaba con alimento suficiente para sostener a sus propios habitantes, menos 
aún a las personas desplazadas. 

Para la mayoría de las familias esta situación de desplazamiento se mantuvo por cerca de dos 
años. En el 2017 comenzó a apreciarse un número significativo de retornos a las comunidades de 
origen. Según testimonios recabados por CEJIL, la decisión de volver frecuentemente respondió 
a la precariedad y escasez que enfrentaban en las comunidades de acogida. 

En las visitas desarrolladas conjuntamente por CEJIL y CEJUDHCAN a inicios de 2018, se logró 
comprobar que, en efecto, algunas personas habían retornado a sus comunidades de origen 
y estaban intentando normalizar sus vidas. Por ejemplo, en la comunidad de Klisnak estaba 
funcionando, aunque precariamente, el servicio de puesto de salud y la escuela. 

Durante la etapa de documentación también se encontraron y entrevistaron numerosas personas 
que permanecían desplazadas de manera forzada. En ambos casos era evidente que la violencia y la 
impunidad seguían provocando graves consecuencias para las comunidades miskitu y vulnerando 
sus derechos en múltiples aspectos, en particular, a la alimentación adecuada. 
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La economía miskitu se basa en la generación de alimentos y bienes para el autoconsumo producto 
de varias actividades como el cultivo, la caza, la pesca y, en algunos casos, actividades de minería 
tradicional. Lamentablemente, la violencia contra las comunidades ha impactado su seguridad 
alimentaria, debido a la pérdida del control sobre los bienes productivos en sus territorios. 
 
De acuerdo con el testimonio de algunos comunitarios, los ataques de los colonos implicaron la 
destrucción de parcelas o cosechas así como el robo de animales, generando un grave impacto 
para la salud de las familias y su capacidad de autoabastecimiento como ocurrió en Polo Paiwas 
en 201579. 

Asimismo, la continua inseguridad provocada por los colonos en los territorios miskitu no 
solamente restringe deliberadamente la posibilidad de que las familias accedan a sus medios 
de producción, sino también a que practiquen su cultura. Dicha limitación es una amenaza a la 
subsistencia misma de las comunidades al aumentar su pobreza y marginación.  

E. Una crisis alimentaria silenciosa 
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Adicionalmente, para muchas familias que permanecen en sus comunidades o han regresado de 
forma temporal, las tierras fértiles para el cultivo o la caza que se localizan lejos de sus asentimientos 
ya no son accesibles. En parte, esto se debe a la sobreexplotación de los recursos por parte 
de los colonos, lastimando el entorno y el equilibrio ambiental que celosamente procuraban las 
comunidades. 

Las últimas amenazas evidencian la persistencia del riesgo para las comunidades, lo que les ha 
obligado a cultivar tierras menos fértiles que se localizan a las orillas o dentro de las comunidades, 
para evitar así transitar por sus territorios invadidos. 

Aunado a esta situación, CEJIL y CEJUDHCAN pudieron comprobar que, aun cuando las personas 
desplazadas han logrado instalarse de forma definitiva en nuevas comunidades, a menudo 
experimentan carencias adicionales en sus condiciones de vivienda, capacidades de producción 
y salubridad. También es frecuente que estas personas trabajen en tierras prestadas para obtener 
sus alimentos, por lo general cercanas a las comunidades y, por lo tanto, menos productivas. 
Todo lo anterior limita sus posibilidades de desarrollar una vida digna con el pleno disfrute de sus 
derechos.  

El siguiente diagrama resume los diversos impactos en los derechos de las comunidades miskitu, 
en particular el derecho a la alimentación adecuada, provocado por la presencia cada vez más 
consolidada de grupos de colonos en sus territorios.
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F. Desnutrición y grupos en situación de vulnerabilidad 
en las comunidades 

Es de notar que las mujeres, las niñas, niños, adolescentes y personas adultas mayores representan 
grupos en mayor situación de vulnerabilidad y cuyo desplazamiento les genera un impacto 
diferenciado. Por ejemplo, en marzo de 2017 un niño de 6 meses de edad falleció a causa de 
la falta de medicamentos y alimentos cuando su familia regresaba a Esperanza Río Wawa, tras 
haberse visto obligados a abandonarla por la violencia. 

Este impacto también se puede observar en las cifras de desnutrición. Ante la falta de datos 
oficiales, CEJIL y CEJUDHCAN desarrollaron en mayo de 2018 un muestreo de peso y talla de 
92 niñas y niños de entre 0 y 5 años de edad en las comunidades de Fracia Sirpi, Esperanza Río 
Wawa, Santa Clara y Klisnak. La tabla siguiente muestra los resultados de desnutrición crónica y 
aguda, los cuales son muy superiores a la media nacional y de la región RACCN. 

Estos datos sugieren una realidad coherente con la limitación en el acceso a los recursos 
productivos, lo que confirma los testimonios recibidos. Esta situación se aleja de la aparente 
normalidad y apoyo institucional que el Estado ha referido ante la Corte IDH. El hecho de que 
Esperanza Río Wawa y Santa Clara, comunidades particularmente afectadas por la violencia y 
el desplazamiento forzado, presenten diferencias en los datos frente al resto de las localidades, 
resulta también coherente con la información recuperada por esta investigación. Los datos de 
este muestreo hacen evidente la necesidad de tomar medidas urgentes para atender la crisis 
nutricional y de alimentación que está afectando a las comunidades miskitu, en particular, a los 
grupos en mayor situación de vulnerabilidad.  

La organización de derechos humanos CEJUDHCAN acompaña a comunidades miskitu y 
afrodescendientes en el ejercicio de sus derechos, en particular para lograr la titulación de sus 
tierras colectivas y su saneamiento a efectos de que esas comunidades vivan en paz y desarrollen 
su cultura e identidad. La organización tiene su sede en Puerto Cabezas, pero constantemente 
se desplaza a los distintos territorios donde se encuentran las comunidades. Quienes trabajan 
en CEJUDHCAN son también indígenas miskitu que han apoyado a las comunidades para 
visibilizar esta problemática y levantar su voz frente las autoridades nacionales y ante instancias 
internacionales, en particular en el SIDH. Esta labor de defensa de derechos humanos ha tenido 
serias repercusiones para sus integrantes. 

Debido al aumento en las tensiones en la región provocadas por las invasiones de colonos, el 
incumplimiento de las autoridades de lo dispuesto en la Ley 445 para lograr el saneamiento de 
las tierras y la inseguridad creciente que afectaba a las comunidades indígenas, la organización 
comenzó a denunciar públicamente la situación. Como respuesta, desde mayo de 2014, autoridades 
estatales comenzaron una campaña de desprestigio y hostigamiento al declarar a CEJUDHCAN  
como “non grato en las actividades impulsadas por el partido de gobierno”81. 

Cuando la violencia estalló en el año 2015, integrantes de la organización comenzaron a recibir 
amenazas de muerte vía mensajes de texto en sus teléfonos celulares. Estos incluyeron las frases: 
“tu cabeza está en mi lista” (sic); “déjanos en paz a los colonos, deja de buchar (denunciar) en 
televisión ya estás en mi lista atte: los nicas” (sic); “busca tu ropa negra porque tengo una sorpresa 
para ti, una de tus cabecitas recibirá plomo, aat: los nica” (sic); “tu muerte está cerca: aatt: los 
nica” (sic) y “que esperas de nosotros solo plomo” (sic). 

En adición, según reportes de la misma organización, un líder político regional del gobierno acusó 
en un programa de televisión a CEJUDHCAN de “lucrar” con la crisis en la región e instigar a la 
violencia. Asimismo, acusaba a la organización de proporcionar armas y balas a las comunidades 
indígenas. En esta línea, incluso autoridades gubernamentales han desacreditado públicamente 
la labor de las personas defensoras de la organización82.

Debido a las constantes amenazas contra integrantes de CEJUDHCAN, en agosto de 2016 la 
CIDH amplió las medidas cautelares para incluir su protección. No obstante, las autoridades 
nicaragüenses mantuvieron la misma postura de silencio ante la Comisión.
 
En 2018, la presidenta de CEJUDHCAN y otro miembro de la organización fueron objeto de 
acusaciones infundadas por parte de funcionarios estatales y campañas de desprestigio en las redes 
sociales. En consecuencia, a petición de la CIDH, la Corte IDH amplió las medidas provisionales en 
el caso y ordenó a Nicaragua proteger la integridad de ambos defensores de derechos humanos83. 
Lamentablemente, el Estado no ha cumplido con lo ordenado por el tribunal.

Los actos de hostigamiento han impactado incluso a integrantes de CEJIL. Así, en la visita 
realizada en mayo de 2018 a las comunidades, circularon mensajes en redes sociales que daban 
cuenta de la presencia de CEJIL y de supuestas cantidades de dinero que portaban, colocándolos 
en riesgo de sufrir ataques a su integridad. Asimismo, el propio Estado ha obstaculizado la labor 
de acompañamiento de CEJIL al impedir el ingreso al país de funcionarios de la organización84.

G. Personas defensoras de derechos humanos bajo 
ataque
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Es de resaltar que el riesgo expuesto se incrementa dado el actual contexto de crisis, en donde la 
defensa de los derechos humanos está siendo criminalizada y cientos de personas defensoras han 
tenido que abandonar el país. Otras se encuentran privadas de libertad e inclusive al menos a una 
decena de organizaciones de derechos humanos se les ha despojado de su personería jurídica85.

Para los y las integrantes de CEJUDHCAN, ejercer su derecho a defender derechos humanos ha 
implicado que sus vidas se vean seriamente impactadas por las amenazas y la persecución. Pero, 
además, resulta particularmente grave la indefensión en la que se pretende dejar a las comunidades 
al limitar el acompañamiento que históricamente ha realizado esta organización.
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A. Obligaciones internacionales en materia de pueblos 
indígenas

A lo largo del presente informe, ha quedado demostrado que el Estado de Nicaragua ha irrespetado 
sus obligaciones internacionales en materia de pueblos indígenas; garantías de acceso a la justicia 
y obligación de investigar, juzgar y sancionar a todas las personas responsables de los hechos de 
violencia descritos, y derechos de las personas defensoras de derechos humanos. A continuación, 
nos referiremos a tales obligaciones en el orden mencionado. 

Como bien ha señalado la Corte IDH, los pueblos indígenas tienen una estrecha relación con la 
tierra que “debe de ser reconocida y comprendida como la base fundamental de su cultura, vida 
espiritual, integridad, supervivencia económica y su preservación y transmisión a las generaciones 
futuras”⁸⁶. 

La relación con la tierra trasciende las concepciones históricamente dominantes sobre el 
derecho a la propiedad. Así, por ejemplo, los pueblos indígenas tienen una “estrecha relación 
con sus territorios tradicionales y los recursos que allí se encuentran, no sólo por ser estos su 
principal medio de subsistencia, sino además porque constituyen un elemento integrante de su 
cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad cultural”⁸⁷.

Esta concepción fue reafirmada en 1989 por los Estados miembros de la OIT, entre ellos Nicaragua, 
a través de la aprobación del Convenio 169 sobre los Pueblos Indígenas y Tribales, que reconoce 
en su artículo 13 “la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos 
interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que 
ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación”⁸⁸.

En atención a lo anterior, los Estados tienen la obligación de adoptar las medidas necesarias para 
garantizar la integridad territorial e identidad cultural de los pueblos indígenas, a través de la 
protección del uso y goce de su territorio tradicional⁸⁹.

Así, desde el año 2001 en su primera sentencia sobre pueblos indígenas –Comunidad Mayagna 
(Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua–, la Corte IDH le señaló al Estado nicaragüense que era 
necesario que adoptara una serie de medidas para garantizar la integridad territorial de sus 
pueblos indígenas. En ese sentido, le ordenó delimitar, demarcar y titular sus territorios⁹⁰.

Posteriormente, en el año 2016, en el marco de las medidas provisionales respecto de las 
comunidades miskitu, la Corte IDH le recordó al Estado nicaragüense que el saneamiento es parte 
de las medidas necesarias para garantizar la integridad de los territorios de los pueblos indígenas⁹¹.

La importancia de esta obligación no puede ser entendida en toda su dimensión si no se tiene 
presente que la falta de protección territorial puede impactar en la vida e integridad de las 
comunidades. En ese sentido, la Corte IDH ha sido enfática en señalar: 

“Una de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición de garante, 
con el objetivo de proteger y garantizar el derecho a la vida, es la de generar las condiciones de 
vida mínimas compatibles con la dignidad de la persona humana y a no producir condiciones 
que la dificulten o impidan. En este sentido, el Estado tiene el deber de adoptar medidas 
positivas, concretas y orientadas a la satisfacción del derecho a una vida digna, en especial 
cuando se trata de personas en situación de vulnerabilidad y riesgo, cuya atención se vuelve 
prioritaria”⁹².

A partir de ello, la Corte reconoció que la falta de protección de los territorios puede llevar a los 
pueblos indígenas a una situación de especial vulnerabilidad que puede afectar su forma y su 
proyecto de vida, tanto en su dimensión colectiva como individual⁹³. Tal desprotección puede 
derivar en violaciones a sus derechos a la salud, a la alimentación, a un medio ambiente sano, a la 
educación y a los beneficios de la cultura, entre otros⁹⁴.

En ocasiones, estas vulneraciones están atravesadas por el fenómeno del desplazamiento, el cual, 
según la Corte IDH, en razón de su complejidad:

“(…) y de la amplia gama de derechos humanos que afecta o pone en riesgo, y en atención 
a las circunstancias de especial vulnerabilidad e indefensión en que generalmente se 
encuentran los desplazados, su situación puede ser entendida como una condición de facto 
de desprotección”⁹⁵.

De esta forma, frente a la existencia de escenarios de desplazamiento, los Estados se encuentran 
obligados a adoptar medidas para revertir los efectos de su referida condición de vulnerabilidad 
e indefensión, incluso frente a actuaciones de terceros⁹⁶.

En concordancia con estos estándares, en el año 2015 la Relatora Especial de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, Victoria Tauli-Corpuz, se refirió a la grave situación 
que enfrentan las comunidades miskitu. Esto, a raíz de la invasión de colonos a los territorios y la 
falta de respuesta por parte de Nicaragua para proteger sus derechos. La Relatora señaló que las 
“raíces de esta tensión […] se encuentran, precisamente, en la falta de un proceso real y efectivo 
de saneamiento de los territorios indígenas”⁹⁷. Asimismo, expresó su preocupación por el gran 
número de desplazados que se han refugiado en las localidades de Bilwi y Waspan, así como en 
la vecina Honduras⁹⁸.
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Tauli-Corpuz hizo un llamado a las autoridades de Nicaragua a establecer de inmediato un 
mecanismo de diálogo con las comunidades para acordar una solución a largo plazo de la 
situación e iniciar el proceso de saneamiento al que se comprometieron, priorizando los territorios 
en conflicto, para proceder al traslado de los colonos a sus lugares de origen o a su reubicación99.

En el mismo sentido, cuando la Corte IDH adoptó medidas provisionales a favor de las comunidades 
mikistu en septiembre de 2016, ordenó a Nicaragua establecer una instancia participativa que 
reuniera en el menor tiempo posible la información disponible sobre el conflicto, que diagnosticara 
las fuentes de éste y propusiera las posibles vías de pacificación y solución100. Lamentablemente, 
como se ha señalado en este informe, el estado no ha cumplido. 

Si bien se ha reconocido que a raíz de la sentencia emitida en el caso de la Comunidad Mayagna 
(Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua se lograron importantes avances en el proceso de demarcación 
y titulación de los territorios de los pueblos indígenas con la creación de la Ley 445, la etapa de 
saneamiento que suponía dilucidar los conflictos con los colonos y con ello “garantizar el uso y 
goce efectivo del derecho a la propiedad indígena”101, nunca se llevó a cabo. 

De esta forma, la falta de un saneamiento efectivo de los territorios miskitu ha ocasionado un 
severo deterioro de la situación de las comunidades en la RACCN.

Ante la inacción mostrada por las autoridades estatales desde que inició el proceso de demarcación 
y titulación en 2005, el conflicto entre indígenas y colonos se recrudeció, al punto que la CIDH y 
la Corte IDH debieron adoptar las medidas de protección mencionadas.

Asimismo, dicha inacción ha tenido efectos devastadores en relación a los derechos de los pueblos 
indígenas sobre sus territorios, con un impacto directo en las garantías de alcanzar una vida 
digna, integridad, salud, alimentación, agua, medio ambiente sano y beneficios de la cultura como 
ha sido demostrado a lo largo de este informe. 

Conforme pasa el tiempo, los colonos —bajo la tolerancia del Estado— avanzan en la ocupación 
de los territorios ancestrales, así como en la extracción de sus bienes naturales. Ello ha impactado 
seriamente en los modos de vida de las comunidades y ha conllevado al desplazamiento forzado 
de muchas de ellas, derivando en las violaciones antes descritas a sus derechos humanos.

En consecuencia, la necesidad de que Nicaragua cumpla con sus obligaciones internacionales 
en materia de derechos de los pueblos indígenas se ha hecho especialmente imperiosa, y la 
exigencia de los pueblos afectados en este sentido ha sido constante. 

Por otra parte, como se ha descrito en este informe, integrantes del pueblo miskitu han sufrido 
la violencia organizada y deliberada de los colonos lo que ha derivado en asesinatos, secuestros, 
violación sexual, agresiones físicas y amenazas de muerte. De acuerdo con el derecho internacional, 
Nicaragua tiene la obligación de investigar estos hechos y sancionar a sus responsables.  

Al respecto, la CIDH ha señalado que los Estados se encuentran obligados a garantizar recursos 
judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de derechos humanos y, a la luz del las garantías 
de acceso a la justicia, deben asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las víctimas o sus 
familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido e investigar, 
juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables102. Tales investigaciones deben llevarse a cabo a 
la luz del principio de debida diligencia103.

Pese a sus obligaciones internacionales, el Estado nicaragüense se ha negado a investigar la 
violencia que enfrentan las comunidades indígenas y las graves violaciones de derechos humanos 
a las que han sido sometidas. Como se ha señalado, ninguno de los hechos descritos a lo largo 
del presente informe ha sido investigado, ni mucho menos se ha identificado y juzgado a sus 
responsables materiales e intelectuales. 

Cabe recordar que la impunidad no sólo violenta el acceso a la justicia de las víctimas, sino que 
garantiza las condiciones para que los hechos se repitan.

B. Obligaciones en materia de acceso a la justicia e 
investigación de las graves violaciones a derechos 
humanos
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Dada la grave situación que enfrentan los y las defensoras de derechos humanos en Nicaragua, en 
particular, quienes guardan vinculación con la defensa de los derechos de los pueblos indígenas104, 
la Corte IDH ordenó a Nicaragua en el año 2017 la creación de un mecanismo de protección y 
protocolo de investigación para casos de situaciones de riesgo, amenazas y agresiones105. Esto, 
debido a que los Estados tienen una responsabilidad reforzada cuando se trata de garantizar los 
derechos a la vida e integridad personal de quienes ejercen este rol106.

Al respecto, la Corte le recordó al Estado nicaragüense que “la defensa de los derechos humanos 
sólo puede ejercerse libremente cuando las personas que la realizan no son víctimas de amenazas 
o de cualquier tipo de agresiones físicas, psíquicas o morales u otros actos de hostigamiento”107. 
Para ello, el estado debe facilitar los medios necesarios para protegerles si se encuentran en 
una situación de riesgo o denuncian violaciones a derechos humanos, así como investigar las 
violaciones cometidas en su contra, combatiendo con ello la impunidad108.

Sin embargo, la respuesta de Nicaragua frente a las amenazas y hostigamientos sufridos por 
las personas que integran CEJUDHCAN, ha sido completamente nula. De hecho, como ha sido 
señalado antes, las amenazas han emanado, en gran parte, de altos funcionarios del Estado y 
son de conocimiento público. Pese a ello, hasta el momento no se ha llevado a cabo ninguna 
investigación ni implementado alguna medida de protección. 

La situación de riesgo de los miembros de CEJUDHCAN se ha recrudecido, además, a partir 
del inicio de la crisis institucional que se vive en Nicaragua desde abril de 2018 y que ha estado 
marcada por la comisión de graves violaciones a derechos humanos en contra de quienes adversan 
al gobierno. 

En suma, la falta de acción estatal ante los hechos de violencia narrados demuestran que 
Nicaragua no ha cumplido con sus obligaciones internacionales respecto de los derechos de los 
pueblos indígenas y las personas que los defienden. 

C. Obligaciones en materia de protección a las personas 
defensoras de derechos humanos y su derecho a 
defender derechos
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La situación de violencia, impunidad, abandono y exclusión que enfrentan las comunidades 
indígenas miskitu no es reciente. Es más bien producto de la ausencia de políticas públicas 
dirigidas a garantizar plenamente los derechos de los pueblos indígenas, así como la tolerancia 
de las autoridades ante las actuaciones delictivas de los colonos invasores. 

Las acciones y omisiones estatales han puesto en riesgo la sobrevivencia de estos pueblos, sus 
derechos a la identidad cultural y a una vida digna, entre otros. 

Si bien esta situación no está directamente relacionada con la crisis democrática actual, no se 
puede perder de vista que la demostrada falta de institucionalidad, así como el autoritarismo que 
caracteriza al actual gobierno afecta de manera particular a los grupos históricamente excluidos. 
La actual crisis merece toda la atención de la comunidad internacional, así como también lo 
amerita la situación que siguen enfrentado estas comunidades. 

Los hechos descritos en los apartados anteriores permiten concluir que en Nicaragua las 
instituciones han sido, cuando menos, omisas en relación con la Costa Caribe del país. La falta de 
respuesta por parte del Estado ha colocado a esa región en circunstancias de especial vulnerabilidad 
e indefensión, ante las presiones crecientes de los diversos actores que han invadido y les han 
despojado violentamente de sus territorios.

Por tales razones, resulta indispensable que los organismos internacionales de protección de 
derechos humanos lleven a cabo un estricto y permanente monitoreo sobre la grave situación 
que enfrentan los pueblos indígenas. Es crucial que tanto estos como la comunidad internacional 
en su conjunto, incidan ante las autoridades nicaragüenses para que cumplan con sus obligaciones 
frente a los pueblos indígenas y a quienes han asumido la tarea de defenderles.

En particular, la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos deben insistir en el 
cumplimiento de las medidas de protección otorgadas para garantizar la vida e integridad física 
de las personas que componen las comunidades beneficiarias. 

Asimismo, las distintas instancias del Sistema Universal de protección de los Derechos Humanos 
—la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, las diferentes relatorías y 
el Consejo de Derechos Humanos, entre otros—, deben ejercer todas sus facultades, amparadas 
en sus respectivos mandatos, a fin de exigir al Estado nicaragüense que implemente todas las 
medidas necesarias para garantizar el goce efectivo de los derechos de los pueblos indígenas 
sobre sus territorios. 

En concreto, resulta indispensable que las distintas instancias exijan al Estado de Nicaragua que:

1. Implemente de inmediato las medidas ordenadas por la CIDH y la Corte IDH. En particular, 
que conforme una instancia u órgano que diagnostique las fuentes del conflicto y proponga 
vías de solución. Ésta deberá establecerse y avanzar en coordinación con las comunidades 
y sus representantes ante el SIDH.

2. Recabe y publique información desagregada sobre las condiciones socioeconómicas de 
las comunidades indígenas y afrodescendientes de la RAACN, para orientar las políticas 
públicas que permitan garantizar el pleno goce de sus derechos humanos.

3. Inicie el proceso de saneamiento de los territorios indígenas, priorizando aquellos en 
conflicto, para proceder al traslado de los colonos a sus lugares de origen o a su reubicación, 
en atención a lo establecido en la Ley 445.

4. Adopte todas las medidas necesarias para garantizar el retorno de las familias desplazadas 
a sus comunidades de origen y asegure de inmediato su acceso a servicios adecuados 
para ejercer sus derechos en materia de salud, educación, agua potable, alimentación y 
vivienda, entre otros.

5. Investigue de forma exhaustiva e imparcial todas las denuncias de violaciones de 
derechos humanos cometidos contra las comunidades miskitu, incluyendo las amenazas, 
asesinatos, lesiones, secuestros y violencia sexual; haga públicos los resultados y lleve ante 
la justicia a las personas responsables materiales e intelectuales de estos graves hechos.

6. Implemente las medidas de protección ordenadas por el SIDH para que las y los 
defensores de los derechos humanos de los pueblos indígenas puedan continuar con su 
labor, y se lleve ante la justicia a los responsables materiales e intelectuales de las amenazas 
y hostigamientos en su contra.

7. Establezca, de común acuerdo con las comunidades afectadas, la presencia de fuerzas 
de seguridad pública y otros servicios del Estado en los territorios miskitu, con el fin de 
que puedan llevar a cabo sus actividades de subsistencia como la siembra, pesca y caza en 
condiciones seguras.

8. Elabore un mecanismo de protección y un protocolo de investigación para casos de 
situaciones de riesgo, amenazas y agresiones contra personas defensoras de derechos 
humanos, que tengan en cuenta los riesgos inherentes a tal actividad y conduzcan a la 
determinación y eventual sanción de los responsables, otorgando una reparación adecuada. 
Ello en cumplimiento a la sentencia dictada por la Corte Interamericana en el caso Acosta 
y otros vs. Nicaragua.

9. Ordene a todas las y los funcionarios públicos abstenerse de desprestigiar el trabajo de 
CEJUDHCAN y sus integrantes, y en su lugar se reconozca su labor como legítima.

10. Permita el acceso a Nicaragua de quienes integran CEJIL para efectos de continuar 
realizando el acompañamiento a las comunidades afectadas en la defensa de sus derechos.

Se espera que este informe contribuya a comprender la grave situación que hoy siguen 
enfrentando las comunidades miskitu en la Costa Caribe de Nicaragua. 

CEJIL reafirma su compromiso con los pueblos indígenas y con todas las personas que de 
forma valiente y ardua han asumido y levantado la bandera de la defensa de sus derechos. 
Hasta que Nicaragua cumpla con sus obligaciones internacionales y garantice y respete los 
derechos humanos de sus pueblos sin discriminación alguna, CEJIL permanecerá haciendo 
eco de las voces que el Estado Nicaragüense no ha querido escuchar. 
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